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Resumen 

En la reunión de julio, en San José, el gobierno y el FMLN firmaron un 
acuerdo sobre derechos humanos, el cual es sumameflle importante, porque 
si se aplicara de forma inmediata produciría muchos beneficios para la 
población. 

Las páginas que siguen exponen los pul'llos acordados en la primera 
sección, señalando las novedades y sus contradicciones. Al analizar el 
acuerdo, el autor tiene delante lo establecido por la Constitución sal­
vadoreña y por el derecho internacional público sobre el respeto y las 
garant{as de los derechos humanos. 

l. Introducción 

Desde el histórico acuerdo de Ginebra del 4 de 
abril de 1990 era previsible un acuerdo sobre de­
rechos humanos entre el gobierno de El Salvador 
y el FMLN. En el mismo documento de Ginebra 
ambos habían expresado el próposito común "de 
garantizar el irrestricto respeto a los derechos 
humanos en El Salvador". 

Obviamente, el texto del acuerdo sobre de­
rechos humanos fue preparado por el equipo de 
las Naciones Unidas. Tanto el gobierno de El 
Salvador como el FMLN querían llegar a com­
promisos sobre esta materia, pero la discusión en 
ese entonces giraba más bien sobre el espinoso 
tema de la Fuerza Annada. En San José, en julio, 

la ONU presentó un proyecto sobre derechos 
humanos que para sorpresa general las dos partes 
lo aprobaron. Como este punto no había sido 
objeto de previa discusión pública parecía fuera 
del contexto de los temas tan contravertidos de la 
impunidad y la desmilitarización; por eso mismo 
ha sido dificil apreciar todo su significado y po­
tencial. El presente artículo intentará eso justa­
mente. 

El acuerdo se divide en dos secciones. La pri­
mera, titulada "Respeto y garantía de los derechos 
humanos", eslá conformada por un preámbulo o 
parte introductoria de ocho puntos, seguida por 
nueve párrafos que detallan los derechos humanos 
que las partes acordaron garantizar y finaliza con 
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una pequefta nota o cita a la cual nos referiremos 
m4s tarde, por considerarla de mucha importancia 

La segunda sección, titulada "Verificación in­
ternacional", versa sobre los términos para esta­
blecer en El Salvador una misión de las Naciones 
Unidas para verificar el respeto de los derechos 
humanos. En la sección se definen su compo­
sición, sus objetivos, su rol, su mandato y los 
aspectos prácticos de su relación con las partes 
firmantes. Esta misión es un componente indis­
pensable para la aplicación de los compromisos 
asumidos en el acuerdo. 

Aquí nos vamos a centrar en el análisis de la 
primera sección del acuerdo, explicando su alcan­
ce y desmistificando algunas de las palabras del 
texto. Mis tarde, en otro trabajo, analizaremos la 
segunda sección y el nuevo papel asumido por las 
Naciones Unidas en la resolución de conflictos 
armados como el nuestro. 

2. El preámbulo del acuerdo 

En primer lugar, el preámbulo establece la 
diferencia que existe en derecho internacional pú­
blico entre las obligaciones del Estado salvado­
retlo y las obligaciones del FMLN como movi­
miento político y organización militar. En este 
sentido, el segundo punto del preámbulo recuerda 
que "el ordenamiento jurídico de El Salvador con­
sagra el reconocimiento de los derechos humanos 
y el deber del Estado de respetarlos y garan­
tizarlos". Por ordenamiento jurídico se entiende la 
Constitución de la República de 1983, y el con­
junto de la legislacion existente. 

En derecho internacional público éstos deberes 
de respeto y garantía tienen un significado muy 
profundo1• El deber de respeto del Estado implica 
su ahstencitSn de todo acto positivo, directo o 
indirecto, de violación de los derechos humanos 
de las personas sujetas a su jurisdicción. El deber 
de garantfa comprende las obligaciones jurídicas 
para prevenir las violaciones de los derechos 
humanos, investigarlas en forma seria a fin de 
identificar a los responsables, imponerles las san­
ciones correspondientes y reparar el dafto causado 
a las víctimas. Implican que es primordialmente 
una tarea del Estado el debido cumplimiento de 
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los mismos y sus finalidades. En materia de 
derechos humanos, implican también que el Es­
tado debe estar organizado en forma tal que 
permita que esas garantías sean reales y efectivas 
y no sólo y exclusivamente formales. Por eso, 
justamente, el preámbulo recuerda que el Estado 
salvadoreno "ha contraído obligaciones de la 
misma naturaleza a través de numerosas conven­
ciones internacionales de las cuales es parte". De 
hecho, cada uno de éstos instrumentos contiene 
cláusulas que enuncian éstos deberes fundamen­
tales. 

El FMLN, por su parte, no tiene exactamente 
las mismas obligaciones. Al respeto el preámbulo 
dice: ''Teniendo presente que el Frente Farabundo 
Martí para la Liberación Nacional tiene la ca­
pacidad y la voluntad y asume el compromiso de 
respetar los atributos inherentes a la persona hu­
mana .. ". Como el FMLN, por su naturaleza, no es 
un Estado, no le compete garantizar los derechos 
humanos de los ciudadanos de la misma manera 
como sí le compete al Estado, ya que éste cuenta, 
en principio, con todos los recursos y los me­
canismos adecuados para garantizar esos dere­
chos. Por lo tanto, el FMLN se encuentra en la 
misma situación que cualquier individuo, u or­
ganización particular, de respetar los derechos de 
los demás conforme a la ley. Es decir, abstenerse 
de cometer delitos. Sin embargo, su situación está 
precisada por el derecho internacional humani­
tario. Según los convenios de Ginebra de 1949 y 
los protocolos adicionales de 1977, en situación 
de conflicto armado de carácter no internacional, 
el grupo armado organizado, bajo la dirección de 
un mando responsable, que aspira al poder, está 
sujeto, como parte beligerante y al igual que la 
Fuerza Armada, a las prescripciones relativas a la 
protección de las víctimas de los conflictos ar­
mados sin carácter internacional. Entre otras co­
sas, está obligado a tratar con humanidad a las 
personas que no participen directamente en las 
hostilidades, y a respetar sus garantías fundamen­
tales, así como a permitir a la población civil y a 
las personas civiles, gozar de la protección general 
contra los peligros procedentes de operaciones 
militares 2• Según estas normas, incluso, en el 
campo del derecho internacional, en cuanto a los 
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derechos humanos, se han dado avances en orden 
a reconocer un deber fundamental de respeto de 
los derechos humanos a organizaciones similares 
al FMLN. En este sentido, la voluntad del FMLN, 
expresada en el preámbulo, para asumir este deber 
es muy oositiva. 

En ObO orden de ideas el preámbulo define los 
derechos hwnanos aplicables al acuerdo de la 
forma siguiente: "Por derechos humanos se en­
tenderá los reconocidos por el ordenamiento ju­
rfdico salvadorefto, incluidos los tra1ados en los 
que El Salvador es pane, asf como por las de­
claraciones y principios sobre derechos humanos y 
sobre derecho humanitario aprobados por las Na­
ciones Unidas y por la Organización de los Es­
tados Americanos". El acuerdo no define cada uno 
Je los derechos humanos reconocidos a la persona 
humana. Por el contrario, el preámbulo se refiere 
en forma general al conjunto de las normas exis-

tentes en el campo de los derechos humanos. De 
un lado y en forma apropiada se refiere a las 
normas que tienen obligatoriedad en el pafs como 
las establecidas por la Constitución vigente, así 
como las de los tratados, convenios o conven­
ciones firmadas y ratificas por El Salvador. Estos 
últimos, una vez ratificados son leyes del país 
conforme a la misma Constitución. De esta forma, 
el conjunto de los derechos civiles y políticos, así 
como también los derechos económicos, sociales 
y culturales, reconocidos por la humanidad en 
nuestra época, además de las nonnas del derecho 
internacional humanitario se encuentran integra­
dos en el acuerdo. 

Además, el párrafo del preámbulo se refiere a 
las "declaraciones" y "principios" sobre derechos 
humanos y derecho humanitario adoptados por la 
ONU y la OEA. Por "declaraciones" se entiende, 
por una pane, la Declaración Universal de De-
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rechos Humanos y la Declaración Americana de 
los Derechos y Deberes del Hombre. En particu­
lar, los derechos plasmados en la Declaración 
Universal son obligatorios por su importancia 
transcendental y su universalidad. Son considera­
dos como normas obligatorias del derecho interna­
cional público. 

Por "principios" deben entenderse los con­
tenidos en la Carta de las Naciones Unidas así 
como en la Carta de la Organización de los Es­
tados Americanos, los cuales son imperativos, 
porque son las mismas normas de funcionamiento 
de dichas organizaciones. Más aún, la redacción 
del párrafo parece ir más allá de estos últimos 
textos. En efecto, su carácter general parece abrir 
la puerta a la consideración de las olraS decla­
raciones y principios consagrados por la ONU y la 
OEA. Si fuese así, incluye una larga lista de otros 
textos emanados de estas organizaciones, los cua­
les podrían ser muy útiles para interpretar y 
apreciar la conducta de las partes y para coad­
yuvar al órgano encargado de velar la aplicación 
del acuerdo. Esto, indudablemente, brindaría una 
protección más amplia y completa a la ciudadanía 
salvadorefta, y a la misión de verificación de la 
ONU le proporcionaría un horizonte amplio para 
utilizar fuentes de derecho aplicables en su tarea. 
Esto es algo novedoso en un gobierno que en el 
pasado ha tratado de reducir al mínimo sus com­
promisos juódicos internacionales. 

Al final del preámbulo encontramos una cita 
muy importante. La cita en cuestión dice lo 
siguiente: "Se deja establecido que el presente 
acuerdo no agota la consideración del tema de los 
derechos humanos, y que es por tanto un acuerdo 
parcial. Salvo en aquellos casos que son de apli­
cación inmediata, este acuerdo está sujeto al con­
junto de acuerdos políticos que deben ser ne­
gociados para el logro del objetivo inicial previsto 
en el Acuerdo de Ginebra". 

Este texto quiere decir, en primer lugar, que 
con la firma del acuerdo no está terminada la 
discusión sobre el tema. Esta afirmación es lógica 
según el acuerdo de Ginebra y el calendario es­
tablecido en Caracas. Este carácter limitado man­
tiene abiertas las opciones para otros acuerdos 
pendientes aún, como por ejemplo, los detalles y 
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las precisiones sobre las moclalidades para aplicar 
el acuerdo mismo o, más importante todavía, la 
investigación y el esclarecimiento de los hechos 
del pasado, y el establecimiento de las respon­
sabilidades correspondientes, o sea, en otras pa­
labras, el tratamiento del problema de la "im­
punidad". 

La segunda frase de la cita es más ambigua. 
Por un lado, conforme al espúitu del proceso de 
diálogo-negociación, el acuerdo está sujeto a lo 
que resulte de los acuerdos políticos sobre los 
temas acordados en Ginebra Pero, por el otro 
lado, el texto hace una excepción, la de los "casos 
que son de aplicación inmediata". Justamente, tal 
como veremos a continuación, los dos primeros 
párrafos del acuerdo utilizan este mismo concepto 
de "aplicación inmediata" al referirse a los de­
rechos a la vida, a la integridad, a la seguridad y a 
la libertad de las personas. Sin embargo, no lo 
encontramos en los otros puntos del acuerdo. 

Esta ambigüedad, permitió que, en las semanas 
siguientes a la firma del acuerdo, las autoridades 
salvadoreftas abusaran claramente en la interpre­
tación de su aplicación. En efecto, el gobierno 
utilizó, precisamente, la primera frase del primer 
párrafo y el compromiso del FMLN, afirmado en 
el preámbulo, para lanzar una gran campai\a 
publicitaria con evidentes fines propagandísticos 
para hacer creer a la opinión pública que el 
FMLN había aceptado formalmente el equivalente 
a un cese del fuego. Este abuso del gobierno 
defraudó el espíritu del acuerdo y su letra, en de­
trimento de la lógica y la verdad. En realidad, 
tanto el acuerdo en su conjunto como la primera 
sección y más concretamente el primer párrafo de 
la primera sección están dirigidos al Estado sal­
vadorei'lo, el cual debe cumplir con sus deberes 
fundamentales en cuanto a respetar y garantizar 
los derechos de todos sus ciudadanos. 

Por otro lado, el concepto de "aplicación in­
mediata" es dudoso, porque en el ámbito de los 
derechos humanos todos los derechos son de 
"aplicación inmediata". Es decir, exigibles en 
cualquier circunstancia. La única reserva permi­
tida por el derecho internacional se refiere a los 
casos de suspensión o limitación justificada, por 
situaciones excepcionales, como son los casos del 
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Mientras las partes no lleguen a un cese del fuego, 
ambas están de acuerdo en que se deben evitar aquellos actos 

que atenten contra la vida y la integridad física de las personas. 

estado de sitio o de excepción. Incluso en estas 
últimas circunstancias, algunos derechos funda­
mentales, como el derecho a la vida, a la inte­
gridad y a la seguridad no pueden sufrir ninguna 
suspensión, restricción o limitación. Otros dere­
chos, como los de libertad de expresión, de pren­
sa, de libre tránsito, pueden sufrir restricciones o 
limitaciones, pero siempre conforme a las pres­
cripciones constitucionales vigentes sobre el es­
tado de excepción del país que lo aplica y siempre 
siguiendo las condiciones de fondo y forma im­
puestas por los convenios internacionales en la 
materia. 

Esta ambigüedad generó otra gran confusión 
pública, particulannente cuando el gobierno entró 
en un debate público con la Asociación de Co­
rresponsales Extranjeros de El Salvador sobre el 
alcance del acuerdo en materia del salvoconducto 
necesario para acceder a las zonas en conflicto. En 
esta oportunidad, de nuevo, el gobierno demostró 
una actitud muy negativa e hizo una interpretación 
muy restrictiva del acuerdo. 

3. Los derechos protegidos en la primera sec­
ción del acuerdo 

Los nueve primeros párrafos de la sección I 
del acuerdo contienen el entendimiento de las par­
les firmantes para proteger varios derechos huma­
nos: los derechos a la vida, a la integridad, a la 
seguridad, a la libertad, a la igualdad ante la ley, 
el derecho al debido y efectivo proceso, el de­
recho de libre asociación, de libertad sindical, la 
libertad de expresión y de prensa, a la nacio­
nalidad y personalidad jurídica, al libre tránsito y 
al libre comercio. 

Todos éstos derechos humanos son normas 
positivas del ordenamiento jurídico de El Salvador 
y se encuentran consagrados en su Constitución, a 
veces con una formulación ligeramente distinta. 
Asimismo, todos ellos son normas positivas con­
tenidas en los distintos tratados y convenciones 
firmados y ratificados por El Salvador, con an-

terioridad a la misma Constiwción; son leyes del 
país ?)n carácter obligatorio e incluso con valor 
superior a las leyes secundarias. Entonces, ¿qué 
novedad tiene este acuerdo? 

3.1. El derecho a la vida, a la integridad, la 
seguridad y la libertad 

En el primer párrafo se enuncia el primer 
entendimiento de las partes: "se tomarán de in­
mediato todas las acciones y medidas necesarias 
para evitar todo tipo de hechos o prácticas que 
atenten contra la vida, la integridad, la seguridad y 
libertad de las personas. Asimismo, para erradicar 
toda práctica de desapariciones y secuestros. Se 
dará toda prioridad a la investigación de los casos 
de esta nablraleza que pudieran presentarse, así 
como a la identificación y sanción de quienes re­
sultaren culpables". 

Es un párrafo muy claro a primera vista. No 
obstante, su interpretación desde el derecho re­
sulta bastante difícil y compleja, debido a las im­
plicaciones que se derivan de él. Sin lugar a du­
das, el texto abarca gran parte de la problemática 
suscitada por las violaciones más graves de los 
derechos humanos que, en la última década, se 
han dado masivamente. Este párrafo contiene, en 
gran medida, el nudo del problema, y quizás es un 
punto de partida para su solución, ya que con­
centra mucho en pocas líneas. 

Los compromisos adquiridos en este párrafo se 
encuentran en dos planos del derecho interna­
cional: los derechos humanos y el derecho huma­
nitario. 

3.1.1. Los derechos humanos según el derecho 
internacional 

Según el acuerdo, mientras las partes no lle­
guen a un cese del fuego, ambas están de acuerdo 
en que se deben evitar aquellos actos que atenten 
contra la vida y la integridad física de las per­
sonas. Por evitar se entiende adoptar medidas para 
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anticipar las consecuencias de los acontecimien­
tos, o sea, prevenir hechos o prácticas tales como 
los asesinatos extrajudiciales y las ejecuciones 
sumarias, las torturas y las capturas arbitrarias, 
ilegales y abusivas. La redacción de la frase 
parece sugerir que ambas partes se comprometen 
en forma igual y simébica en este punto. 

La palabra práctica se usa con un énfasis 
especial, lo cual no es casual si tenemos en cuenta 
el elevado número de las víctimas de las vio­
laciones de los derechos humanos en la actua­
lidad. El significado de práctica es costumbre o 
método. Implica o sugiere rUlina o sistema. Por lo 
tanto, las partes entienden que es necesario im­
pedir o revertir la costumbre cotidiana, el recurso 
rutinario o el método sistemático de matar civiles, 
de hacer masacres y matanzas, de torturar bru­
talmente, y de capturar indiscriminadamente. 

En definitiva, la palabra práctica se refiere a .. 
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más que "hechos aislados". Su uso en el texto del 
acuerdo enfatiza, precisamente, la existencia de un 
sistema que permite perpetrar violaciones masivas 
y que mantiene las estructuras para llevarlas a 
cabo. En este sentido, las dos partes se com­
prometieron a prevenir el desarrollo de tales 
estructuras en el futuro. 

El segundo entendimiento de las partes en el 
p.irrafo que estamos analizando estipula que am­
bas deben adoptar todas las medidas y acciones 
para erradicar toda práctica de desapariciones y 
secuestros. Esta obligación es más radical que la 
primera, porque establece el compromiso para 
erradicarlas y no simplemente para evitarlas. Esto 
debe ser así porque la práctica de desapariciones 
fonadas de personas da lugar a una violación 
múltiple, simultánea y continuada de varios de­
rechos humanos fundamentales, que el Estado está 
obligado a respetar y garantizar. En la actualidad, 
estas violaciones se consideran como las más 
graves y abyectas, y, en este sentido, son re­
chazadas vehementemente por la comunidad in­
ternacional. Además, la teoría y la práctica del 
derecho internacional las califican como crimen 
de lesa humanidad, pese a que no existe ningún 
texto convencional vigente que así lo proclame 3• 

En segundo lugar, tal como la experiencia lo 
indica se trata de una práctica llevada a cabo o 
tolerada por el Estado y, lo que es peor, todos los 
mecanismos adecuados para enfrentar este fe­
nómeno son inoperantes e inútiles. En particular, 
el sistema judicial es totalmente ineficaz, e incluso 
hasta podría decirse que complaciente con esta 
situación. 

En tercer lugar, las desapariciones como mé­
tcxto para aterrorizar y reprimir se han utilii.ado 
sistemáticamente y en gran escala en el país. En la 
actualidad han desaparecido fori.adamente unas 
siete mil personas aproximadamente, según los 
registros de los organismos nacionales dedicados a 
defender los derechos humanos. Por todo esto, el 
acuerdo tiene sobradas razones para insistir en que 
se acabe de manera absoluta con este problema. 

El último entendimiento de este párrafo pide 
investigar de forma prioritaria los casos men­
cionados, identificando y sancionando a los cul-
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pables. Aquí se hace referencia a los otros ele­
mentos esenciales del deber de garantizar los 
derechos de los ciudadanos que tiene el Estado. 
Con estas últimas obligaciones entramos en el 
espinoso problema de la impunidad. Se considera 
que, en los casos mencionados, la investigación, 
independiente e imparcial, para identificar a los 
responsables e imponerles las sanciones previstas 
por la ley es sumamente importante en orden a 
evitar en el futuro hechos o prácticas que atenten 
contra la vida, la integridad y la seguridad de las 
personas, sobre todo, para eliminar la práctica de 
la desaparición forzada de personas. Esta sería una 
forma eficaz para poner fin a la impunidad. 

El simple hecho que hasta ahora ningún oficial 
haya sido condenado por violar los derechos hu­
manos es una clara indicación que los me­
canismos del Estado, establecidos para cumplir 
con estos fines, se encuentran totalmente inhibidos 
o son inútiles. En El Salvador cabe pregunLarse 
con qué organismos se podrían llevar a cabo tales 
tareas. Sabemos que, por un lado, es competencia 
del Estado organizarse para cumplir con estas 
obligaciones. Pero, en nuestro caso, el problema 
radica en la ineficacia de esos mecanismos para 
enfrentar la cruda realidad de violaciones de los 
derechos humanos. Después del acuerdo de San 
José, ¿se puede confiar en ellos? ¿No necesitan 
algunos cambios f undamentalcs? 

J.1.2. El derecho internacional humanitario 

Las obligaciones a que se han comprometido 
las partes en el acuerdo para evilar hechos y 
prácticas que atenten contra la vida, la integridad, 
la seguridad y la libertad, y para erradicar las 
prácticas de desapariciones o secuestros pueden i­
terpretarse desde la perspectiva del derecho in­
ternacional humanitario, con lo cual los efectos en 
las aquéllas serian diferentes. 

De la lectura del primer párrafo podemos 
concluir rcalísticamente que tanto el gobierno de 
El Salvador como el FMLN debe adoptar medidas 
que reduzcan las consecuencias de la guerra. En 
este sentido, ambas partes se comprometieron con 
algo que desde hace mucho tiempo habían pro­
puesto diferentes sectores sociales salvadoreflos, 
en particular los organismos para defender y pro-

mover los derechos humanos: la humanización del 
conflicto. Aparentemente el párrafo en cuestión 
compromete a las partes a conducir con más 
cuidado el conflicto armado, es decir, deben medir 
los resultados de sus enfrentamientos con anti­
cipación, así como también los efectos de las 
operaciones militares ofensivas y defensivas, y el 
uso de su respectivo poder de fuego. 

Para la Fuerza Armada esto podría significar 
que no puede recurrir a los bombardeos aéreos y a 
la artillería en aquellos territorios donde hay 
población civil, restringir el uso de artefactos ex­
plosivos y no provocar desplazamientos forzosos 
de población. Para el FMLN podría significar la 
prohibición de las minas y de los artefactos ex­
plosivos donde reside población civil y preveer las 
consecuencias de algunas de sus acciones bélicas 
en zonas pobladas. Esto también significa, por 
supuesto, que ambos ejércitos deben abstenerse de 
reclutar menores forzosamente. 

3.1.J. Apreciación de la primera sección 

La lectura del primer párrafo parece mostrar la 
existencia de un entendimiento muy simétrico 
entre las partes. Sería como si ambas partes se 
hubieran comprometido de la misma forma. 

Esta simetría abstracta y jurídicamente con­
cebida no responde a la realidad cotidiana, ni an­
tes ni después del acuerdo. La realidad en El 
Salvador es totalmente asimétrica. Según la infor­
mación disponible sobre los últimos aflos, la ma­
yor parte de las violaciones masivas y sistemá­
ticas, la mayoría de los asesinatos extrajudiciales 
y de las ejecuciones sumarias, de las torturas, de 
las capturas arbitrarias e ilegales, de las desapa­
riciones forzadas de personas, de las masacres y 
matani.as, de los desplaz.amientos forzosos de po­
blación, de los bombardeos indiscriminados con­
trarios al derecho internacional humanitario se 
atribuyen al Estado salvadoreflo, porque él mismo 
los ha realizado o los ha tolerado. La participación 
de la Fuerza Armada, de los cuerpos de seguridad, 
de las defensas civiles, de los grupos paramilitares 
y de los escuadrones de la muerte en la comisión 
de las violaciones de los derechos humanos es de 
conocimiento público y muchas veces está com­
probada. Por su lado, el sistema judicial ha sido 
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En nuestro caso, el problema radica en la ineficacia de esos mecanism~ 
para enfrentar la cruda realidad de violaciones de 1~ derech~ humanos. 

inoperante e ineficaz para dilucidar los hechos y 
castigar a los responsables, dejando así los crí­
menes impunes. 

Ante esta realidad. el artículo del acuerdo de 
San José intenta corregir lo más reprensible de la 
conducta del Estado salvadorefto en la última 
década. 

El FMLN también ha sido responsable por 
violaciones a las normas del derecho internacional 
humanitario. Se han denunciado ejecuciones su­
marias, atentados y asesinatos de personalidades 
políticas, secuestros y asesinatos de funcionarios 
públicos. También se han registrado acusaciones 
por violaciones de las normas para proteger a la 
población civil, por ejemplo, al usar minas o los 
llamados coches-bombas en zonas pobladas. Sin 
embargo, tanto cuantitativa como cualitativamen­
te, las violaciones de las dos partes beligerantes 
no son iguales. 

Cabe destacar que el acuerdo firmado no 
contiene ningún diagnóstico sobre el pasado. No 
pide ningún tipo de responsabilidad. Tampoco 
sugiere cambios estructurales, ni pide esclarecer el 
pasado. Por eso podría dar la falsa impresión que 
ambas partes se han comportado de la misma 
manera en el pasado. Esto ha permitido que el 
gobierno abuse del acuerdo y lo esté usando 
propagandísticamente. En efecto, los medios de 
propaganda gubernamentales han interpretado la 
primera frase del primer párrafo como si el FMLN 
se hubiera comprometido a cesar el fuego uni­
lateralmente, cuando, en realidad, el párrafo está 
dirigido a las dos partes. No hay duda que, dado 
el volumen de las violaciones cometidas así como 
la profundidad de las medidas correctivas nece­
sarias para revertir dichas violaciones, las obli­
gaciones del Estado salvadoreno y, concretamente, 
del actual gobierno, comprendidas en el primer 
párrafo del acuerdo, son mucho mayores y de mu­
cho mayor alcance que las del FMLN. 

Por otro lado, el entendimiento de las partes de 
este primer párrafo sobre los compromisos adqui-
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ridos para evitar, erradicar, investigar e identificar 
a los culpables y sancionarlos ha dado origen a 
otra serie de dificultades. Tal como senalamos 
antes, todas estas obligaciones son parte del deber 
de garantía del Estado, según la teoría del derecho 
internacional público sobre los derechos humanos. 
En principio, estas no son obligaciones de una 
organización como el FMLN. Pero el FMLN debe 
disciplinar a sus tropas para cumplir con las 
normas del derechos humanitario. Sin embargo, 
esto último no equivale al deber de garantía del 
Estado. Por consiguiente, sobre este punto no está 
claro el alcance del párrafo para el FMLN. Más 
aún, el acuerdo no dice nada al respecto, excepto 
lo previsto para el mandato de la misión de veri­
ficación de la ONU, lo cual eswdiaremos en otra 
oportunidad 

Finalmente, cabe destacar la novedad del en­
tendimiento sobre la erradicación de la desapari­
ción fonada de personas. Este mecanismo aún no 
ha sido tipificado como delito en la legislación 
penal, aunque la cantidad de hechos dados amerita 
tal reconocimiento. Sin embargo, el que las partes 
hayan acordado su erradicación es un paso muy 
importante, mientras se reforma la legislación 
sobre este grave punto. Este énfasis del acuerdo 
puede interpretarse como una victoria de las nu• 
merosa víctimas y de sus familiares, pues ha con­
firmado oficialmente una verdad hasta ahora ne­
gada por las autoridades salvadorenas. 

J.2. La plena garantía de la libertad y la in­
tegridad física de la persona 

El segundo párrago está orientado a perfec­
cionar la garantía plena de la libertad e integridad 
de la persona, al comprometerse las partes a adop­
tar algunas medidas inmediatas. 

a) Nadie podrá ser capturado por el legítimo 
ejercicio de sus derechos políticos. 

{b) Una captura sólo podrá llevarse a cabo si 
emana de autoridad competente, por escrito y 
de conformidad con la ley y deberá ser eje-
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culada por agentes debidamente identificados. 

(c) Tocia persona detenida debe ser infonnada en 
el acto de su captura sobre las razones de su 
detención y notificada, sin demora. del cargo o 
cargos formulados contra ella. 

(d) Se evitará utilizar la captura como medio 
intimidatorio. En particular, no se practicarán 
capturas nocturnas, salvo en los casos de 
quienes sean sorprendidos in fraganti en la 
comisión de un delito. 

(e) Ningún detenido será incomunicado. Toda per­
sona detenida tiene derecho a ser asistida sin 
demora por un defensor de su elección y a 
comunicarse libre y privadamente con él. 

(0 Nadie será sometido a tortura ni a otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

El objetivo de todos estos puntos es evitar 
capturas arbitrarias, ilegales y abusivas; las vio­
laciones del derecho debido al proceso; la in­
comunicación de los detenidos; la tortura física y 
psicológica; y las desapariciones fomldas de las 
personas. Todas estas violaciones son bien co­
nocidas por la opinión pública salvadorefla y se 
encuentran bien documentadas. Por lo tanto, el 
párrafo recuerda al Estado salvadoreflo que debe 
abstenerse de violar los derechos humanos. 

El primer inciso pretende refomlf la pro­
tección de los derechos políticos de los ciuda­
danos. En términos generales, los derechos civiles 
y políticos ya se encuentran protegidos por la 
Constitución. En este inciso, el acuerdo enuncia 
explícitamente una nueva dimensión de dicha 
protección al incluir la actividad política y laboral. 
Semejante precisión no la encontramos ni en la 
Constitución ni en la legislación secundaria El 
inciso responde a una realidad muy concreta que 
es necesario remediar para el establecimiento de 
las bases de una democracia real y para crear el 
clima adecuada para unas elecciones libres y 
democráticas. 

El segundo inciso es una reacción a la ten­
dencia generalizada en el país de capturas ilegales, 
sin ninguna orden de una autoridad competente. 
La captura con mandato de la autoridad compe­
tente es una protección que se encuentra prevista 

en la Constitución. La novedad del acuerdo, la 
cual no está prevista por la ley fundamental, está 
en que la captura deben llevarla a cabo agentes 
debidamente identificados. En los últimos aflos, 
este ha sido uno de los elementos más dudosos en 
materia de capturas en nuestro país, pues estamos 
acostumbrados a que las capturas sean hechas por 
hombres vestidos de civil y por los llamados 
escuadrones de la muerte. De esta fonna han 
desaparecido miles de personas y se han llevado a 
cabo miles de ejecuciones extrajudiciales. 

El derecho a ser infonnado en el acto sobre los 
motivos de la captura y los cargos en contra 
también está protegido por la Constitución. Sin 
embargo, el acuerdo (tercer inciso) ha establecido 
que el reo debe ser informado en el momento 
mismo de su captura y no más larde, lal como lo 
permite la ley fundamental. 

El cuarto inciso (d) es tolalmente novedoso. Si 
la captura ya no va a ser un medio intimidatorio 
se estaría frenando una práctica sistemática, de la 
cual han sido víctimas la oposición políticas y la 
población civil. En los últimos aflos, las capturas 
tenían el propósito explicito de intimidar a la 
sociedad civil. Por otro lado, la prohibición de 
practicar capturas nocturnas, exceptuando aquellos 
casos en los cuales se encuentre in fraganti a la 
persona en cuestión, no se encuentra garantizada 
en la Constitución ni tampoco en las leyes se­
cundarias. Esta nueva prohibición acordada limita 
seriamente los poderes del Estado. 

El quinto inciso (c) sobre la incomunicación 
también es novedoso. En la Constitución no existe 
esta garantía El derecho para ser asistido sin de­
mora por lDl defensor se encuentra previsto en la 
Constitución con una pequefta diferencia termi­
nológica 

Finalmente, la prohibición de la tortura del 
último inciso del párrafo enuncia una prohibición 
que no está contemplada explicitamente en la 
Constitución. Es necesario recurrir a los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratifica­
dos por El Salvador para encontrar esta protec­
ción. 

Indudablemente, todo lo que el acuerdo quiere 
asegurar subraya e ilustra las múltiples deficien-
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cias del Estado y de sus cuerpos de seguridad en 
materia de derechos a la libertad, a la seguridad y 
al debido proceso. El orden mismo de los incisos 
corresponde perfectamente bien a lo que en mu­
chas ocasiones ha sido el modus operaruJj de las 
desapariciones forzadas de las personas: una cap­
tma por motivos políticos, llevada a cabo por 
agentes no identificados, sin orden de captura 
emitida por una autoridad competente, hecha en la 
noche o con despliegue intimidatorio, el detenido 
es incomunicado en cárceles clandestinas, donde 
es sometido a los peores vejámenes y a tratos 
crueles, inhumanos y degradantes. Muchos miles 
de salvadoreftos recorrieron este camino hasta que 
desaparecieron. 

El acuerdo no dice nada sobre las medidas que 
se deberán adoptar para alcanlJlf los fines pro­
puestos. Estas medidas son sumamente importan­
tes porque es difícil cambiar las prácticas bien 
establecidas para capturar e interrogar detenidos. 
Por su parte, el gobierno salvadorefto, respon­
diendo a esta necesidad, ha adoptado oficialmente 

' \ 
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un ''Procedimiento operativo nonnal sobre prio­
ridad de investigaciones, capturas y derechos de 
los detenidos" (ver Diario Latino, 14 de sep­
tiembre de 1990). 

En realidad, el ''Procedimiento opcntivo nor­
mal" existe desde hace varios anos y siempre ha 
incluido normas para capturar y proteger los de­
rechos de los detenidos. Desconocemos qué di­
fusión tuvo en el pasado entre los militares que 
capturaban. El testimonio de sus víctimas parece 
indicar que o desconocían el documento o sim­
plemente no lo tomaron en cuenta. 

Por otra parte, los oficiales de inteligencia (S-
U) de las unidades militares son ahora respon­
sables de la aplicación del "Procedimiento ope­
rativo normal", o sea, se ha encargado el respeto y 
la garantía de los derechos de los detenidos a los 
mismos oficiales que han sido denunciados como 
autores de numerosas capturas e interrogatorios 
ilegales, así como también de haber abusado y 
torturado a los detenidos. Como aún no se ha 
depurado a la Fuerza Armada de los violadores de 
los derechos humanos no se puede esperar mucho 
en cuanto al cumplimiento de las normas esta­
blecidas en el "Procedimiento" en cuestión. De 
todas maneras, la publicación del "Procedimiento" 
es un paso positivo, porque ahora la ciudadanía al 
menos conoce sus derechos y las normas que los 
garanti7Jlll. La práctica dirá si los cuerpos de 
seguridad lo aplican. 

3.3. Los otros derechos y garantías de la pri­
mera sección del acuerdo 

El tercer párrafo del acuerdo trata sobre la 
libertad de los presos políticos: "en el curso de las 
presentes negociaciones se determinarán los pro­
cedimientos legales adecuados y los plazos para 
poner en libertad a las personas que se encuentran 
detenidas por razones políticas". 

En este artículo, las partes se comprometieron 
para solucionar el problema planteado por los 
presos polfticos. Cabe destacar que éste es el 
único punto de esta sección del acuerdo que no 
tiene aplicación inmediata, puesto que no se re­
fiere a los derechos humanos explícitamente. Sin 
embargo, es muy importante revisar este punto 
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Este énfasis del acuerdo puede interpretarse como una victoria 
de las numerosas víctimas y de sus familiares, 

pues ha confirmado oficialmente 
una verdad hasta ahora negada por las autoridades salvadoreñas. 

por las personas detenidas en fonna totalmente 
ilegal según el derecho vigente. 

El párrafo cuarto del acuerdo enuncia el com­
promiso de las partes para reconocer prácticamen­
te el recurso de habeas corpus o de amparo: "Se 
ofrecerá el más amplio respaldo a la efectividad 
de los recursos de amparo y de habeas corpus. 
Para ese fin, se dará la mayor difusión a este 
acuerdo entre la población en general y, en par­
ticular, entre las autoridades o agentes respon­
sables de centros de detención. Se sancionará a 
quiénes obstaculicen la ejecución de éstos re­
cursos o proporcionen datos falsos a la autoridad 
judicial". 

Este compromiso debe ser leído teniendo de­
lante los dos primeros artículos y más concre­
tamente como un complemento del artículo se­
gundo. Entre las deficiencias descritas en ese 
segundo artículo, y sobre todo en los casos de las 
desapariciones, el recurso de habeas corpus fue 
completamente inútil e inadecuado. Por eso el 
párrafo cuarto pide difundir el acuerdo entre la 
población, sobre todo entre las autoridades. Sor­
prendentemente, la actitud del gobierno ha sido la 
contrario, pues no dio a conocer el acuerdo a 
través de los medios de comunicación social; más 
bien se limitó exclusivamente a lan:zar una cam­
pana propagandística, en la cual difundió una in­
terpretación parcial del acuerdo. Al no haber dado 
a conocer el acuerdo en su totalidad y masi­
vamente, el gobierno no ha colaborado con la 
difusión de los derechos de la ciudadanía, en un 
ámbito sumamente importante. Este acuerdo debía 
haberse difundido de fonna inmediata, según los 
compromisos adquiridos en los dos primeros 
artículos; haberlo hecho hubiera sido un primer 
paso importante para la realii.ación de los com­
promisos acordados. 

Por consiguiente, a pesar del compromiso del 
gobierno para sancionar a quienes obstaculicen la 
ejecución del recurso de amparo o habeas corpus, 

éste corre el grave peligro de quedar, como tantos 
otros derechos y garantías, convertido en letra 
muerta por falta de conocimiento de los derechos 
que asisten a los ciudadanos. Las sanciones enun­
ciadas en el acuerdo también esWt previsw en la 
legislación salvadorena, pero el compromiso ad­
quirido en este punto refueml la obligación moral 
para cumplir con la ley. Seria interesante pre­
guntar a la Corte Suprema de Justicia qué ha 
hecho para dar cumplimiento a este compromiso 
adquirido por el gobierno e investigar el por qué 
de su fracaso en la aplicación de este recurso. De 
hecho, si este compromiso se aplicara bien podría 
limitar la impunidad predominante. 

El párrafo quinto del acuerdo garantii.a de 
nuevo la libertad de asociación y la libertad sin­
dical: "Se dará plena garantía al derecho de todas 
las personas de asociarse libremente con fines 
ideológicos, religiosos, politicos, económicos, la­
borales, sociales, culturales, deportivos o de cual­
quier otra índole. La libertad sindical será ple­
namente respetada". Estos derechos, por supuesto, 
están garantizados por la Constib.lCión y también 
se encuentran reconocidos en los tratados in­
ternacionales ratificados por El Salvador, salvo 
una novedad. El acuerdo amplía el espectro de la 
libertad de asociación a los fines úkol6gicos. Una 
protección tan específica no se encuentra en la 
Constiwción ni en la legislación secundaria. En 
cambio, la libertad sindical sí se encuentra for­
mabnente garantii.ada en la legislación salvado­
refla. Otro problema es cómo se cumple o aplica 
este derecho. El acuerdo, por su lado, no dice 
nada al respecto. 

De particular interés es la disposición sobre la 
libertad de expresión y de prensa: "Se dará plena 
garantía a la libertad de expresión y de prensa, al 
derecho de respuesta y al ejercicio del perio­
dismo". El ordenamiento jurídico salvadorello ga­
rantiu las tres primeras libertades enunciadas en 
este párrafo, pero el derecho al ejercicio del pe-
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riodismo es uÍJa novedad, pues no se encuentra 
reconocido como tal en la Constitución ni en la 
legislación secundaria El acuerdo reconoce la 
importancia de la labor periodística que tantos 
atropellos ha sufrido en esta década de guerra y la 
imperiosa necesidad para protegerla 

El párrafo séptimo del acuerdo insiste en que 
los desplazados y repatriados deben ser docu­
mentados: "Los desplazados y repatriados deben 
ser dotados de la documentación de identificación 
requerida por la ley y se les garantizará su libertad 
de tránsito, así como el desarrollo de sus acti­
vidades económicas y el ejercicio de sus derechos 
políticos y sociales dentro del marco institucional 
del país". 

El problema de la documentación de estos 
compatriotas tiene varios años de existencia, des­
de la destrucción de varias alcaldías y de sus 
registros civiles por causa de la guerra Desde 
entonces, este problema está sin solución y afecta 
a varios miles de salvadorei'los, quienes por no 
estar debidamente documentados deben enfrentar 
muchos problemas prácticos, a veces insolubles; 
todo lo cual les hace la vida civil más difícil. Su 
libertad de movimiento y tránsito está completa­
mente limitada y, de hecho, están completamente 
desprotegidos. Tanto la Constitución como los 
tratados sobre los derechos humanos garantizan el 
derecho a la nacionalidad, a la igualdad ante la ley 
y a la personalidad jurídica. 

Aquí el acuerdo toca el problema de fondo. 
Por otro lado, en estos asuntos la ley es man­
dataria para el Estado. La documentación de los 
ciudadanos no debe esperar el cese del fuego ni el 
final del conflicto. Lo mismo puede decirse res­
pecto a gozar de y a ejercer su libertad de tránsito, 
al desarrollo de sus actividades económicas y al 
ejercicio de sus derechos políticos y sociales. Al 
actuar contrariamente a estos derechos de los ciu­
dadanos, tal como en efecto lo está haciendo el 
Estado en la actualidad, los está marginando, y, de 
hecho, los trata como si fueran ciudadanos de 
segunda categoría, en franca violación de la Cons­
titución. 

Al considerar este problema, el acuerdo se 
encuentra en continuidad con el llamamiento he-
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cho por los presidentes centroamericanos en el 
acuerdo de Esquipulas 11. Para la comunidad 
internacional, así como también para diversos 
órganos de las Naciones Unidas, esta situación es 
objeto de gran atención. En 1989, la Conferencia 
Internacional sobre Refugiados en Centroamérica, 
llevada a cabo en Guatemala, subrayó los pro­
blemas de la documentación, el libre tránsito y la 
libertad de las actividades económicas de las po­
blaciones afectadas y, en consecuencia, llamó a 
los países donde se dan estos problemas a pro­
porcionar a estas poblaciones el mismo trata­
miento que a sus connacionales. 

El octavo párrafo, dedicado al libre tránsito en 
las zonas de conflicto, enuncia lo siguiente: "En 
las zonas en conflicto, se garantizará el libre trán­
sito para todas las personas y se tomarán las me­
didas pertinentes para dotar a los habitantes de 
dichas zonas de la documentación de identifica­
ción requerida por la ley". 

La libertad de tránsito es una garantía cons­
titucional. Esta puede ser suspendida o limitada en 
varias situaciones, estipuladas en los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos, inclu­
yendo el estado de excepción. En estos casos, es­
tan previstas condiciones de fondo y. o de forma 
al respecto. 

Para el Socorro Jurídico Cristiano "Arzobispo 
Osear Romero" la suspensión de la práctica de los 
"salvoconductos" podría tener efectos importan­
tes: "Este punto facilitaría muchísimo la labor de 
periodistas y de investigadores de los distintos 
organismos que trabajan por los derechos huma­
nos, pues el desplazamiento hasta los lugares cuyo 
tránsito es prohibido o restringido, podría realizar­
se con mayor rápidez y responder más efectiva­
mente a las denuncias de violaciones a los dere­
chos y libertades fundamentales'"'. 

Este párrafo así como el dedicado a la libertad 
de prensa y al derecho a ejercer el periodismo 
generaron una polémica acerba sobre su alcance 
entre el gobierno salvadorei'lo y la Asociación de 
Corresponsales Extranjeros en El Salvador, por­
que ésta solicitó al primero permitir a sus aso­
ciados visitar todas las zonas del país sin ne­
cesidad de salvoconducto. El gobierno respondió 
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diciendo que solamente los dos primeros puntos 
del acuerdo de San José eran para ser aplicados 
inmediatamante (El Diario tú Hoy, 18 de agosto 
de 1990). Los otros puntos estaban sujetos al a­
cuerdo final sobre el cese del enfrentamiento ar­
mado. El periódico sugería, además, que en cual­
quier parte del mundo en una situación similar al 
nuestro son necesarios los salvoconductos. En esta 
publicación, el gobierno salvadorefto no precisó 
las bases legales sobre las cuales fundaba su res­
tricción. La Asociación de Corresponsales, por su 
parte, había denunciado que las autoridades mi­
litares impedían la libre circulación a sus miem­
bros por el mero hecho de ser periodistas. 

La libertad de prensa y de libre tránsito son 
derechos garantizados por la Constitución y, por 
lo tanto, son de aplicación inmediata. En conse­
cuencia, las intenciones del gobierno al supeditar 
su garantía al cese del fuego no están claras. La 
ley establece otra cosa distinta. De hecho, el 
gobierno actual ha suspendido estas garantías. 

4. Conclusión 

El acuerdo de San José es muy importante, 
pues si se aplicara de forma inmediata traería 
muchos beneficios para la población, tal como lo 
hemos demostrado a lo largo de esta exposición. 
Y como si fuera poco, la población demanda su 
aplicación en el contexto actual. 

El acuerdo ha provocado un debate sobre sus 
alcances jurídicos. ¿Es o no es una ley? Ob­
viamente no es una ley, según los principios del 
derechos internacional público y según los pro­
cedimientos constiwcionales de nuestro país. El 
documento ha sido finnado por el gobierno, pero 
no ha sido ratificado por la asamblea. Por lo tanto, 
no puede ser considerado como una ley por los 
tribunales. 

Por otro lado, el artículo tercero común de los 
cuatro convenios de Ginebra y el artículo primero 
del Protocolo II establecen que las partes en 
conflicto pueden "poner en vigor por vía de 
acuerdos especiales la totalidad o parte de las 
disposiciones de dichos convenios". De esta for­
ma, ambas partes son reconocidas legalmente 
como sujetos del derecho internacional público, 

plenamente capacitadas para comprometerse y 
aplicar los arreglos pactados por ellas. Obvia­
mente, en este contexto, ambas partes están ca­
pacitadas para negociar un acuerdo como el de 
San José y, de esta manera, quedar obligadas ante 
la ciudadanía salvadorefta y la comunidad inter­
nacional. Asimismo, para la opinión pública na­
cional e internacional, tanto el gobierno como el 
FMLN tienen poder para negociar una paz du­
radera. 

Ciertamente, la comuniaad internacional está 
dispuesta a respaldar un acuerdo semejante. Por 
eso, el valor jurídico del acuerdo no reside en 
dilucidar si los tribunales nacionales pueden o no 
aplicar el acuerdo. Las organizaciones internacio­
nales que protegen y promueven los derechos 
humanos, como la ONU y la OEA, ya se encuen­
tran dispuestas para tomarlo en cuenta en sus ta­
reas futuras y a aplicarlo en el contexto de sus 
respectivos mandatos, con todos los efectos ju­
rídicos, políticos, morales y hasta económicos que 
de ahí se derivan. En este sentido, el acuerdo no 
es despreciable. 

La última resolución de la Sub-comisión de 
Prevención de Discriminaciones y Protección de 
las Minorías de la ONU es clara en este sentido: 
"Recomienda al Representante Especial de la 
Comisión de Derechos Humanos que en su in­
fonne a la Asamblea General ponga especial én-_ 
fasis en verificar si han sido implementados los 
compromisos y las medidas contenidas en el A­
cuerdo sobre derechos humanos firmado por 
ambas partes el 26 de julio de 1990"5• Si la sub­
comisión recomienda al representante especial ve­
rificar con especial énfasis el cumplimiento de los 
compromisos adquiridos en el acuerdo, ello sig­
nifica que éste está vigente para todos los fines 
correspondientes al ámbito del derecho interna­
cional. 

Además, recientemente el Consejo de Seguri­
dad de las Naciones Unidas, a pesar de la actual 
crisis del Golfo Pérsico, aprobó la propuesta del 
Secretario General de la organización, Javier 
Pérez de Cuéllar, para hacer los arreglos nece­
sarios, lo más pronto posible, para establecer una 
pequefta oficina que preceda a la misión de la 
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Si la subcomisión recomienda al representante especial verificar 
con especial énfasis el cumplimiento de los compromisos adquiridos en el acuerdo, 
ello significa que éste está vigente para todos los fines correspondientes 
al ámbito del derecho internacional. 

ONU en El Salvador que verificará el posible cese 
del fuego, el respeto de los derechos humanos y la 
limpieza de los próximos comicios. Esto muestra 
la importancia que tiene para las Naciones Unidas 
el proceso de cfüUogo-negociación entre el go­
bierno salvadoreno y el FMLN para lograr una 
paz definitiva en El Salvador, así como también el 
acuerdo firmado. 

En definitiva. el acuerdo tiene sus limitaciones 
y no resuelve todos los problemas. Carece de un 
diagnóstico de la situación y no establece ninguna 
responsabilidad por lo ocurrido en el pasado. En 
la práctica, la primera sección es muy deficiente 
en cuanto a las medidas que deben adoptarse y al 
dejar a la discreción de las partes, especialmente a 
la del gobierno, el cumplimiento de los com­
promisos adquiridos. Sin embargo, el acuerdo, por 
lo que toca a los derechos protegidos y las ga­
rantías proclamadas, tal como lo hemos analizado 
arriba. genera algunas esperanzas sobre posibles 
soluciones para los problemas m~ apremiantes 
relacionados con los derechos humanos. Sus dis­
posiciones apuntan a los vicios ~ escandalosos 
del Estado salvadorefto y hacia la humanización 
del conflicto por ambas partes, tal como lo ana­
lizaremos en el futuro, cuando estudiemos el papel 
confiado a las Naciones Unidas. Todo esto abre 
posibilidades a las iniciativas que tienen potencial 
para ir desmontando las estructuras de terror y así 
dar paso a un verdadero proceso democrático y 
pacificador'. Si miramos hacia atrás, el acuerdo es 
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un logro sustancial en esta línea; recordemos que 
hasta hace muy poco quien hablaba de diálogo era 
calificado como subversivo por el discurso oficial. 

Notas 

1. Para un estudio más profundo veJ": "Los derechos 
humanos y la responsabilidad del Estado en los 80 y 
en el primer ai\o de ARENA", ECA, 1990, 500-501, 
p. 487. Ver también Corte lnteramericana de De­
rechos Humanos. Caso Velásquez Rodríguez. Sen­
tencia del 29 de julio de 1988. 

2. Para una revisión completa de las obligaciones de 
las partes, invitamos el lector a leer el artículo 3 
común de los convenios de Ginebra, del 12 de 
agosto de 1949, así como el Protocolo II Adicional 
a los convenios relativos a la Protección de las víc­
timas de los conflictos armados sin carácter inter­
nacional. 

3. Para un estudio más profundo de las desapariciones 
forzadas de pessonas. ver nota 1. 

4. "Comentarios al AcueJ"do de San José suscrito el 26 
de julio. Por las delegaciones del gobierno salva­
doreño y del Frente Farabundo Martí para la Ll­
be'J'ación Nacional", Socorro Jurídico Cristiano "Ar­
zobispo Osear Romero", San Salvador, agosto de 
1990, 6 p. 

5. Resolución de la Sub-Comisión de Prevención de 
Discriminaciones y Protección a las Minorías 
(ECOSOC), 42 período de sesiones, 30 de agosto de 
1990. 

6. "Un principio de humanización", Se'J'Dinario de aná­
lisis coyuntural Realidad nacional, El Mundo, 9 de 
noviembre de 1989. 
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